
     [image: ] 



     [image: ] 




		
			SIGLARIO DE ORGANIZACIONES POLÍTICAS Y SOCIALES
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			ACR: Acció Catalanista Republicana

			AN: Acción Nacional
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			AR: Acción Republicana
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			JAP: Juventudes de Acción Popular
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			STV: Solidaridad de Trabajadores Vascos

			UDC: Unió Democràtica de Catalunya
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			PRESENTACIÓN

			 

			 

			 

			 

			 

			Cuando, en 1993, la historiadora M.ª Gloria Núñez Pérez publicó el volumen Bibliografía comentada sobre la II República Española (1931-1936), relacionó 4.544 títulos aparecidos hasta el año anterior, de los que 2.611 eran monografías extensas, libros de autor, 1.298 artículos de revista y 635 obras colectivas. Tres décadas después, es posible que la cifra global casi se haya duplicado, pero también que las proporciones se hayan invertido en parecido porcentaje, en detrimento de los libros de autor. En cualquier caso, la historiografía sobre la República ha sido un tema estrella de la investigación sobre la España contemporánea durante mucho tiempo, y solo recientemente ha perdido preeminencia en beneficio de la era franquista. De modo que nuestro conocimiento sobre ese quinquenio resulta ahora tan completo como dispersos y variados son los enfoques de su estudio y las conclusiones alcanzadas en ellos.

			Cerca ya de cumplirse un siglo desde aquel 14 de abril, parece posible pautar, conforme a un esquema cronológico de desarrollo, la mutabilidad de estos enfoques. No solo porque la paulatina apertura de archivos o la publicación de memorias de los protagonistas han ido enriqueciendo el acervo de fuentes para la investigación, sino porque la propia dinámica histórica —el peso de lo presente en el estudio del pasado— influye sobre los planteamientos de las sucesivas generaciones de investigadores y divulgadores, así como sobre los prejuicios y expectativas de sus lectores. 

			El estudio de la Segunda República como análisis de un tiempo pretérito arranca de la posguerra civil. Sus primeras aportaciones procedían de autores que habían protagonizado el momento y escribían con visiones belicistas (el quinquenio republicano como causa y justificación de la contienda), bien desde el franquismo vencedor, bien desde el exilio de los vencidos. Llegaron luego los hispanistas, historiadores extranjeros que en los años centrales de la dictadura estudiaban la historia republicana y la Guerra Civil con la libertad que se les negaba a los españoles. Quienes, sin embargo, desde la década de los sesenta comenzaron a trabajar en las universidades y centros de investigación con criterios de cientificidad aunque, para no pocos de ellos, seguía siendo fundamental el apriorismo justificativo. Los años de la Transición contemplaron una eclosión espectacular de los estudios sobre la República a cargo de historiadores profesionales. Bonanza que se mantuvo en las dos últimas décadas del siglo por impulso de la que podríamos denominar como «generación de Historia 16», por la mítica revista que difundió la historiografía académica entre el gran público y facilitó darse a conocer, fuera de los estrictos círculos de investigadores, a gran parte de los contemporaneístas que hoy peinan canas. Fue en ese último cuarto de la pasada centuria cuando se publicaron muchas de las monografías de historia general de la República que mantienen hoy su plena vigencia. 

			 Estas visiones globales se enriquecían con los estudios de historia regional, provincial y municipal, que se fueron afianzando con el paso del tiempo, tanto por la progresiva disponibilidad de los archivos locales como por la multiplicación de las universidades y centros de investigación, o las pulsiones particularistas del Estado de las autonomías. Un enorme conjunto de aportaciones. Teselas de un gran mosaico cuya armazón está aún en alguna medida pendiente de que los jóvenes historiadores, compelidos en muchos casos por la exigencia del sistema académico oficial a la compulsiva emisión de breves «impactos» hiperespecializados, renueven con sus libros el panorama de las ya veteranas monografías amplias sobre la etapa republicana. 

			Por otro lado, en estas dos últimas décadas se ha reactivado la polémica sobre la naturaleza, la evolución y la crisis de la República y su corolario de la Guerra Civil. En gran medida, con el surgimiento de una corriente de investigación y publicística vinculada al universo intelectual neoconservador, cuyos autores cuestionan la imagen democrática del periodo consolidada por una tradición historiográfica a la que consideran vinculada a posiciones de izquierdas, desde la que han surgido, a su vez, descalificaciones hacia lo que tachan de revisionismo neofranquista y de falta de calidad científica. Este «combate por la Historia», orientado en parte a disputar en la mentalidad de la ciudadanía la creación de sendos e incompatibles imaginarios colectivos sobre el pasado reciente, ha galvanizado un debate que podía considerarse prácticamente amortiguado. Se han abierto con ello nuevas vías de interpretación y controversia sobre la historia de la República en paz y en guerra. 

			De modo que la acumulación, en un continuo temporal, de una ingente producción bibliográfica en la que mutan, se combaten y se suceden las metodologías, las temáticas y los objetivos, siempre con el presente como telón de fondo, aconseja hacer altos en el camino cada cierto tiempo: recapitular las recientes aportaciones monográficas y elaborar síntesis actualizadas de la historia republicana que ofrezcan un relato global, un estado del conocimiento que trascienda el ámbito de los investigadores para alcanzar el interés de un público lector más amplio. Tales son los fines pretendidos en este libro: mostrar un cuadro sistematizado de la vida española durante la Segunda República, reflejar lo mucho aportado por la historiografía académica sobre el tema, poner de relieve la pluralidad, incluso la incompatibilidad, de sus enfoques y apuntar claves para el análisis a cargo de los propios lectores. Un estudio casi global, en definitiva, sobre aquel lustro en que un par de generaciones de españoles afrontaron la oportunidad de crear una democracia moderna basada en un espacio de convivencia cívica y fueron incapaces de alcanzarlo.

		

	
		
			PRÓLOGO
CAÍDA DE UN TRONO

			 

			 

			 

			 

			 

			El 17 de abril de 1931 el diario ABC reprodujo el texto de un mensaje firmado por Alfonso XIII y dirigido «Al País». En él, quien fuera rey de España hasta tres días antes, ahora camino del exilio, se dirigía a sus antiguos súbditos, ciudadanos de la República recién estrenada tras el colapso de la Monarquía:

			 

			Las elecciones celebradas el domingo me revelan claramente que no tengo hoy el amor de mi pueblo […] Soy el Rey de todos los españoles y, también, un español. Hallaría medios sobrados para mantener mis regias prerrogativas, en eficaz forcejeo con quienes las combaten. Pero, resueltamente, quiero apartarme de cuanto sea lanzar a un compatriota contra otro en fratricida guerra civil. No renuncio a ninguno de mis derechos, porque más que míos son depósito acumulado por la Historia, de cuya custodia ha de pedirme un día cuenta rigurosa. Espero a conocer la auténtica y adecuada expresión de la conciencia colectiva, y, mientras habla la nación, suspendo deliberadamente el ejercicio del Poder Real y me aparto de España, reconociéndola así como única Señora de sus destinos.[1]

			 

			Alfonso XIII ni abdicaba ni renunciaba a la Corona, sino que se limitaba a esperar en el exilio a que las circunstancias posibilitasen su retorno y el final de la «suspensión» del ejercicio de sus poderes. Una suspensión que, sin embargo, había consentido, y para muchos estimulado en septiembre de 1923, cuando el general Miguel Primo de Rivera encabezó un golpe de Estado y estableció una dictadura militar. Desde entonces, España no conocía un régimen constitucional y eran los nuevos gobernantes republicanos quienes debían asumir su retorno dentro de los parámetros de una democracia parlamentaria.

			 

			 

			EL FRACASO DEL REGENERACIONISMO AUTORITARIO

			 

			En el breve periodo que media entre la caída de la Dictadura, en enero de 1930, y la proclamación de la Segunda República, en abril de 1931, transcurre una de las etapas más decisivas de la reciente historia española. Frustrada la vía autoritaria ensayada durante seis años por el general Primo de Rivera, a partir de enero de 1930 Alfonso XIII se vio obligado a amparar una improvisación de estrategias que permitieran superar el vacío institucional abierto primero por el golpe de Estado de septiembre de 1923 y luego por la dimisión del dictador. En este sentido, el fracaso de los intentos de retorno a la normalidad constitucional proyectados por los gobiernos del general Dámaso Berenguer y luego del almirante Juan Bautista Aznar, y el creciente apoyo popular a los planteamientos rupturistas de la oposición republicana, son dos caras de un mismo proceso, que conduce de la Monarquía a la República. 

			Es evidente, sin embargo, que la quiebra del Estado monárquico obedeció a causas más complejas y dilatadas en el tiempo que la destrucción del ordenamiento constitucional por los militares golpistas de 1923, o los torpes ensayos aperturistas de los dos sucesores de Primo de Rivera al frente del Ejecutivo. El breve y turbulento periodo que va de enero de 1930 a abril del año siguiente, la «dictablanda», como se le motejó por la incapacidad de los gobernantes para mantener en vigor los resortes autoritarios que habían heredado, pero que no podían anular de golpe, fue por lo tanto un catalizador que aceleró la descomposición del régimen surgido de la Restauración canovista.

			A comienzos de los años treinta continuaban vigentes, pero agravados con el paso del tiempo, los problemas estructurales que habían servido de justificación al golpe de Estado. Entonces, el dictador había podido presentarse como el «libertador a caballo» anhelado por un amplio sector de la población. No obstante, su apoyo a la iniciativa de Primo de Rivera no suponía un cheque en blanco para el Directorio de gobierno surgido del golpe, ni se basaba en motivos estrictamente ideológicos. Residía en el temor a que el progresivo deterioro del viejo orden político canovista y a que las tensiones, especialmente patentes en el periodo 1919-1921, generadas por las pautas adoptadas para la modernización económica y social, acabasen afectando al conjunto de las relaciones de poder y provocaran una quiebra de la estructura social. 

			El militar jerezano y sus colaboradores intentaron aplicar criterios regeneracionistas, inspirados en la apelación de Joaquín Costa al «cirujano de hierro», a la reforma radical —a veces, a la simple eliminación— de las piezas del sistema que, a su juicio, impedían la estabilidad de la Monarquía. Se persiguió a los grupos reacios a admitir el nuevo orden y se marginó a los representantes de la denostada «vieja política», herencia del canovismo. Con patrones parcialmente inspirados en el fascismo italiano y en el catolicismo social, los nuevos gobernantes buscaron imponer moldes intervencionistas a la vida económica y un paternalista reequilibrio de las relaciones de producción que, sin afectar a las bases del modelo capitalista vigente, mitigara el carácter reivindicativo del movimiento obrero. En el terreno político, una vez anulada la transitoriedad que, en un principio, se atribuía a la Dictadura, los primorriveristas pretendieron institucionalizarla a través de una poco representativa Asamblea Nacional Consultiva y de una Constitución vagamente corporativista, cuyo texto se concluyó en 1929 pero que nunca entró en vigor. Parece que el dictador acariciaba la idea de sustituir el anterior sistema de partidos por otro, ajeno a las prácticas viciadas del caciquismo y parcialmente inspirado en el modelo británico. Consistía en la construcción de una organización de masas oficialista, la Unión Patriótica Española (UPE), que vertebrara en torno a un programa regeneracionista a las fuerzas más dinámicas de la derecha conservadora. Competiría con una izquierda laborista en la que el Partido Socialista Obrero Español (PSOE) ejercería una función preponderante, secundada por un potente movimiento sindical de carácter reformista, mientras que un renovado liberalismo monárquico constituiría una tercera opción, centrista y minoritaria.

			Era un planteamiento irreal, como los hechos demostraron en poco tiempo. Entre otras cosas, porque intentaba vincular en un mismo proyecto intereses y puntos de vista irreconciliables. Las veleidades intervencionistas y el paternalismo social de la tecnocracia gubernamental enajenaron al régimen las simpatías del mundo del dinero. En especial, de la burguesía catalana, que había apoyado decididamente el golpe de Estado, pero que se resintió después por la falta de tacto con que el Directorio primorriverista, que en 1925 suprimió la autonomía administrativa de la Mancomunidad catalana, abordaba la complicada cuestión regionalista. La oposición republicana se mostraba a finales de la década muy activa en sectores de considerable influencia social, como los intelectuales, cuya hostilidad casi masiva a la política autoritaria de que hacía gala el dictador les lanzó en elevada proporción a la beligerancia antimonárquica, actitud en la que fueron seguidos de forma creciente por estudiantes y sindicalistas. 

			A la Dictadura terminaron fallándole hasta los apoyos que se podían considerar más seguros. Los conflictos internos del Ejército sirvieron de caldo de cultivo a un paulatino malestar de la oficialidad, que condujo a la formación de tramas conspirativas en las que figuraban implicados políticos republicanos, e incluso monárquicos. La UPE se reveló como una variopinta agrupación de intereses, que amparaba casi intactos los aparatos caciquiles que el régimen afirmaba combatir. No obstante, en su seno tomó forma una corriente de pensamiento autoritario —Ramiro de Maeztu, José Pemartín, José María Pemán— en la que se combinaban elementos clásicos del tradicionalismo con influencias más modernas como el maurrasismo francés o el fascismo italiano y que luego daría fundamentación teórica a la derecha radical durante la República. Sin otro programa que la defensa del orden social y su propia perpetuación en las diversas esferas institucionales del Estado, los upeístas constituían una enorme masa gregaria de perfiles mal definidos, tránsfuga de los partidos dinásticos o nutrida por «hombres nuevos» dispuestos a situarse en la élite política, y de dudosa eficacia como valedora del sistema. De hecho, la Unión Patriótica Española fue incapaz de prestar un apoyo efectivo a su líder en los últimos y agónicos meses de la Dictadura.

			Pocos eran, por lo tanto, los réditos que el dictador legaba a su sucesor a comienzos de 1930. Algunos miles de desconcertados seguidores, aún integrados en una UPE en proceso de autodisolución, y unas difusas simpatías entre los elementos más conservadores de las Fuerzas Armadas no bastaban para avalar la continuidad de un proyecto político que había sido ya rechazado por las más altas instancias de poder del Estado. La crisis abierta con la dimisión de Primo de Rivera planteó al rey y a sus consejeros un dilema crucial. No parecía conveniente la huida hacia delante que hubiera representado la perpetuación del régimen autoritario en manos de los generales Emilio Barrera o Severiano Martínez Anido, dos leales primorriveristas que el exdictador recomendaba al monarca para la presidencia del Gobierno. Tampoco era factible el establecimiento de una dictadura personal del rey con apoyo del Ejército. La tercera solución, un retorno automático a la situación anterior a 1923, como si la Dictadura hubiera sido un paréntesis sin consecuencias políticas, resultaba igualmente azarosa. Aunque la Constitución de 1876 no había sido derogada por los golpistas, sino solo suspendida, el Parlamento y los ayuntamientos constitucionales llevaban disueltos seis años y el sistema de partidos había sufrido un enorme quebranto.

			 

			 

			
EL FUTURO ES UN RETORNO AL PASADO: LA «APERTURA» BERENGUERIANA


			 

			Sin embargo, esta vuelta al tiempo de la Restauración le parecía la única vía razonable a Alfonso XIII, quien optó por ofrecer el poder al último de la terna de militares que le propusiera Primo de Rivera. El general Dámaso Berenguer, conde de Xauen, era hombre de confianza del rey y jefe de su Casa Militar. De ideas conservadoras, pero sin militancia de partido, se había mantenido al margen de las luchas políticas y de las querellas internas del Ejército en los años de la Dictadura. Su elección respondía a la visión de los círculos palatinos, que deseaban una figura leal al monarca, carente de vinculaciones políticas y con prestigio en las Fuerzas Armadas, a las que debería ser capaz de neutralizar políticamente. Su cometido sería conducir el retorno a la situación previa a 1923, escalonando una transición que permitiera «calmar los espíritus»[2] y restablecer a todos los efectos la Constitución de 1876. Ello requería unos plazos ajustados y exigía unas colaboraciones muy amplias, prácticamente un consenso general de las fuerzas políticas y sociales. Sin embargo, el proyecto se asentó desde el comienzo sobre bases falsas. El «error Berenguer», que denunciara José Ortega y Gasset en un demoledor artículo,[3] no consistía tanto en la elección de un militar cortesano y poco preparado para conducir la transición posdictatorial como en las propias metas de esta. 

			La aplicación del plan gubernamental de vuelta a la normalidad sufrió desde el primer momento serios problemas que sus medidas de conciliación, interpretadas como fruto de la debilidad del régimen, no lograrían compensar. Al formar Gobierno, Berenguer tuvo que prescindir de la colaboración de los liberales, favorables a una revisión de la Constitución que él no estaba dispuesto a amparar, y de los primorriveristas, cuyo mantenimiento en el poder hubiera supuesto un lastre insoportable a su política de apertura. El general era partidario de formar un Gabinete de gestión con representantes de las fracciones conservadoras, que asumiera el control de los ritmos de la transición y preparase las elecciones a Cortes. Sin embargo, ni Francesc Cambó, ni Gabriel Maura, ni José Sánchez Guerra, ni Juan de la Cierva, las personalidades más destacadas del conservadurismo, entraron por distintas razones en el Gobierno. Berenguer tuvo que recurrir, pues, a las pocas cartas que le quedaban: los círculos palatinos, las Fuerzas Armadas y un grupo de figuras secundarias del conservadurismo. El Consejo de Ministros, que tomó posesión el 30 de enero de 1930, era el siguiente: Presidencia, Guerra y Estado, general Dámaso Berenguer y Fusté; Gobernación, general Enrique Marzo Balaguer; Justicia y Culto, José Estrada; Marina, contraalmirante Salvador Carvia; Hacienda, Manuel Argüelles; Fomento, Leopoldo Matos; Trabajo, Pedro Sangro y Ros de Olano; Instrucción Pública, el duque de Alba.[4] 

			El Gobierno Berenguer tenía como misión fundamental convocar unas Cortes ordinarias según la Ley Electoral de 1907, que hicieran posible una especie de borrón y cuenta nueva restaurando el orden constitucional y librando a la Corona de cualquier responsabilidad política en el advenimiento y desarrollo de la Dictadura. Para hacer creíble este proceso, el Gabinete procedió a una serie de gestos a fin de limar los aspectos más polémicos de la herencia dictatorial y sumar voluntades a su programa. Se dictó una amplia amnistía para los delitos políticos, se repuso en sus plazas a los profesores universitarios sancionados por su oposición al Directorio y se autorizó el normal funcionamiento de instituciones que, como los Colegios de Abogados o el Ateneo de Madrid, habían sufrido las iras del dictador en su condición de portavoces de la burguesía liberal. A mediados de febrero se disolvió por decreto la inoperante Asamblea Nacional y luego se toleró una progresiva actividad de los partidos políticos, así como la celebración de algunos actos públicos de claro signo republicano. Los sindicatos obreros recuperaron también una considerable libertad de movimientos e incluso a finales de abril se legalizaron a nivel provincial las organizaciones de la Confederación Nacional del Trabajo (CNT), la central anarcosindicalista duramente perseguida por la Dictadura. En materia económica, el ministro Argüelles desmanteló muchas de las medidas intervencionistas del Directorio, en un intento de frenar la crisis financiera y de atraer el apoyo político del mundo de los negocios con un retorno parcial a la ortodoxia liberal. Incluso el propio Berenguer renunció a cualquier identificación de su papel con el de un dictador (pese a que el régimen seguía siendo, de hecho y de derecho, autoritario) al derogar el 11 de marzo el real decreto que otorgaba poderes extraordinarios al presidente del Gobierno.

			Este equipo ministerial, sin miembros dotados de amplio crédito político, parecía confirmar los temores de la oposición democrática de que la posdictadura no sería más que un retorno a las prácticas del parlamentarismo restauracionista a cargo de unos líderes de partido que moverían los hilos en segundo plano. El programa gubernamental hubiera precisado, para ser creíble, de un calendario corto, que garantizase además la pureza del sufragio. Sin embargo, el Gobierno consideraba imprescindible asegurar un amplio triunfo de las organizaciones monárquicas que, según escribió Berenguer en sus memorias, habían salido «desintegradas» del episodio dictatorial y «arrastraban una vida lánguida y casi clandestina, acumulando agravios y rencores, reducidas al mantenimiento de sus cuadros y en concentrada y airada actitud de protesta». Era necesario, pues, ralentizar el ritmo de la transición, aun a riesgo de que perdiese credibilidad, y relanzar la maquinaria electoral del entramado caciquil para que supliera la falta de efectivos y de organización de los partidos dinásticos. La contradicción entre lo que el Gobierno prometía y los medios que preparaba para lograrlo se revelaría insuperable y contribuiría mucho a frustrar su proyecto de normalización política.

			 

			 

			
DOS PROYECTOS INCOMPATIBLES: MONARQUÍA Y REPÚBLICA


			 

			Para que este proceso fuera posible se necesitaba un sistema de partidos mínimamente consolidado, así como la buena disposición de las fuerzas sociales a negociar un pacto para la transición. Un breve repaso al cuadro de las principales organizaciones actuantes en este periodo muestra bien a las claras tanto su fragilidad y extremada movilidad como lo irreconciliable de sus posturas.

			 

			 

			Las fuerzas dinásticas

			 

			Los partidos que defendían el trono de Alfonso XIII evolucionaron a partir de febrero de 1930 en medio de una gran confusión, provocada tanto por el renacer de viejas divisiones de carácter personalista en su seno como por el abandono de la causa monárquica por un considerable sector de la clase media y algunos de sus propios dirigentes, y también por el desconcierto que creaban en sus filas las diferencias sobre los ritmos y alcances de la transición que proponía el Ejecutivo, así como la visión del futuro de la Monarquía.

			Los antiguos partidos turnistas, liberal y conservador, divididos en facciones en los últimos tiempos de la Restauración, habían desaparecido prácticamente durante la Dictadura, más por la masiva captación de sus militantes y aparatos locales por la UPE que por una represión selectiva, que se centró en figuras emblemáticas como el conservador Sánchez Guerra o los liberales Santiago Alba y conde de Romanones. Tras la caída de Primo de Rivera, ambos sectores intentaron reconstruir sus organizaciones y recuperar sus ámbitos de influencia. La defección, en la primera mitad del año, de políticos como Niceto Alcalá-Zamora, Miguel Maura, Ángel Ossorio y Gallardo o el propio Sánchez Guerra, que se declararon partidarios de la abdicación del rey o abiertamente republicanos, supuso un rudo golpe para el prestigio de la Corona y obstaculizó la recuperación de los partidos dinásticos.

			Por otra parte, surgieron nuevas formaciones en busca de superar la inercia de un bipartidismo ya irrecuperable. Tal era el Partido Nacional Agrario, creado en mayo de 1930 bajo la presidencia de Francisco Rodríguez Roldán y destinado a defender los intereses de los pequeños y medianos agricultores propietarios. O el Bloque Constitucional, formado en marzo de ese año por el Partido Reformista, de Melquíades Álvarez, que en los últimos tiempos antes del golpe de Estado había evolucionado desde el republicanismo hacia un posibilismo filomonárquico, y por los seguidores de Sánchez Guerra, Manuel Burgos y Mazo, Francisco Bergamín y otros «notables» liberales y conservadores, que ya habían coincidido con los reformistas en tareas de oposición a la Dictadura. El Bloque, en realidad poco más que una tertulia de políticos veteranos, con cierto prestigio personal pero incapaces de concitar un apoyo masivo entre el electorado, se situaba en las zonas más tibias del monarquismo, no muy lejos de los republicanos moderados. Los constitucionalistas consideraban premisas indispensables para la continuidad del régimen la abdicación del rey en uno de sus hijos, la exigencia de responsabilidades a los gestores de la Dictadura y la convocatoria de Cortes Constituyentes mediante elecciones rigurosamente democráticas.

			En el otro extremo del arco dinástico se situaban los primorriveristas que, tras la muerte del exdictador en París, en marzo de 1930, arrinconaron a la inoperante UPE y crearon en junio un partido mucho más reducido y dinámico, la Unión Monárquica Nacional, presidida por el conde de Guadalhorce, ministro de Fomento del Directorio. Los conservadores umenistas, entre cuyos dirigentes figuraban el también exministro José Calvo Sotelo, los escritores Ramiro de Maeztu y José María Pemán y el hijo del dictador, José Antonio Primo de Rivera, se constituyeron en defensores de la obra del régimen caído y en acérrimos críticos del retorno al sistema constitucional, que en su opinión favorecía el desarrollo de las fuerzas revolucionarias. Frente a ellas, proponían una reforma en sentido autoritario de la Constitución de 1876, que permitiera a la derecha mantener el control del Estado de forma prácticamente ilimitada.

			Surgidos en la primera mitad de 1930, y próximos al sector más antiliberal de la UMN, se situaban una serie de partidos de derecha radical, deudores en mayor o menor medida del pensamiento tradicionalista o fascista, nostálgicos de la Dictadura y frontalmente opuestos al retorno del parlamentarismo. El mayor de estos pequeños grupos era el Partido Nacionalista Español, fundado por el neurólogo valenciano José María Albiñana Sanz. Influido por el ejemplo de los monárquicos legitimistas franceses, el PNE adoptó el modelo de las Ligas Patrióticas del país vecino. Intentó con nulo éxito crear una gran organización interclasista, que recogiera militancia de la UPE y asumiera la defensa de la Monarquía por encima de cualquier otra consideración, y formó grupos de choque, los Legionarios de España, que se especializaron en el uso de la violencia contra la izquierda. Por su parte, el ministro de Trabajo del Directorio, Eduardo Aunós, creó un Partido Laborista que defendía el Estado corporativo y halló cierto eco entre los afiliados a los Sindicatos Libres. Jóvenes de la aristocracia y de la alta burguesía dieron vida a la Juventud Monárquica, presidida por Eugenio Vegas Latapié, cuya actuación se dirigía a movilizar a la opinión monárquica contra cualquier tentativa de retornar a un sistema parlamentario liberal, en el que veían una puerta abierta a la República.

			Los grupos más dinámicos del liberal-conservadurismo intentaron a lo largo de 1930 patrocinar una plataforma de convergencia que alentara la modernización de la Monarquía desde posiciones de centro político, haciendo posible la continuidad de la Corona y el establecimiento de una democracia parlamentaria. La colaboración de la Lliga Regionalista, el partido que dirigía el financiero Francesc Cambó desde 1917 y que era hegemónico en la derecha catalana, con el Partido Maurista, cuyas principales figuras eran Gabriel Maura, conde de la Mortera, y el exministro Antonio Goicoechea, y con varios pequeños grupos de carácter regionalista, condujo a la creación, en marzo de 1931, del Centro Constitucional. Un partido que ofrecía un programa moderadamente reformista y descentralizador, aunque sin renunciar al conservadurismo social. Llegaba, sin embargo, demasiado tarde para frenar el plano inclinado por el que se deslizaba el régimen monárquico.

			Situado al margen del monarquismo alfonsino, el tradicionalismo carlista se encontraba en 1930 «en su punto más bajo desde la década de 1870».[5] Movimiento fuertemente dogmático, el carlismo se había ido fraccionando debido a las numerosas querellas internas. A la caída de la Dictadura se podían señalar tres corrientes principales. Los integristas habían roto en 1888 con el exiliado pretendiente al trono, Carlos María de Borbón, Carlos VIII para sus seguidores. Eran fundamentalmente un grupo ideológico ultracatólico y contaban con escaso apoyo popular. Los carlistas que habían permanecido fieles a don Carlos y, desde 1909, a su sucesor, don Jaime Pío (Jaime III), por lo que se los denominaba jaimistas, contaban en cambio con una militancia relativamente numerosa, fundamentalmente radicada en Navarra y el País Vasco y con núcleos menos importantes en Valencia o Cataluña. En los últimos tiempos de la Restauración su principal figura había sido el ideólogo Juan Vázquez de Mella, quien había actualizado el viejo tradicionalismo en torno a tres principios: la tradición católica, la Monarquía autoritaria y corporativista y el retorno a los particularismos regionales preliberales, en especial al fuerismo vasco y navarro. Decididamente germanófilo, Mella había roto con el aliadófilo don Jaime en 1919, y sus seguidores, los mellistas, habían organizado un Partido Católico Tradicionalista. No obstante, las bases sociales del carlismo seguían siendo fundamentalmente jaimistas y reconocían la autoridad del marqués de Villores, delegado del pretendiente en el interior. A comienzos de los años treinta, el viejo y desorientado carlismo parecía, pues, hallarse abocado a un proceso de disolución, del que le iba a salvar la caída de Alfonso XIII. 

			Sin definirse de forma expresa como monárquico, pero claramente alejado del republicanismo, se hallaba el Partido Nacionalista Vasco (PNV), cuyo papel en la política española durante la «dictablanda» sería, por lo tanto, bastante marginal. Fuerza de ideología nativista, socialmente conservadora y defensora de un foralismo y un clericalismo de raíces tradicionalistas (su lema era «Dios y la Ley Vieja»), el partido que creara Sabino Arana a finales del siglo XIX había visto considerablemente entorpecida su actuación política durante la Dictadura. A la caída del Directorio, los dos sectores que se disputaban desde comienzos de los años veinte el legado sabiniano, los independentistas «aberrianos» del PNV y la Comunión Nacionalista Vasca, dispuesta a aceptar una autonomía política limitada dentro de España, decidieron reunificarse. Aunque el acuerdo se alcanzó a finales de abril de 1930, hubo que esperar a la Asamblea de Vergara, en noviembre, para que la medida se hiciera efectiva bajo las siglas del Partido Nacionalista Vasco. El Acta de Vergara recogía sus principios doctrinales. En primer lugar se situaba el acatamiento a «la doctrina y jurisdicción de la Santa Iglesia Católica, Apostólica y Romana»; se establecía el derecho a la autodeterminación de Euzkadi, «la nación vasca», integrada por una confederación de los «seis exestados históricos», situados en España —las tres provincias Vascongadas y Navarra— y en Francia; y se hacía hincapié en «la necesidad primordial de conservar y robustecer la raza vasca», a través de la defensa de su cultura tradicional y de la lucha contra las costumbres y usos culturales «exóticos». A lo largo de 1930, el PNV experimentó un fuerte crecimiento organizativo, si bien sufrió la escisión de su minoritaria ala democrática, que creó en noviembre Acción Nacionalista Vasca.

			También mantenía cierta accidentalidad sobre las formas de gobierno la Derecha Regional Valenciana, a pesar de que la mayoría de sus miembros procedían del tradicionalismo y de la Acción Católica y de que muchos habían colaborado con la Dictadura. Fundada en marzo de 1930 bajo la dirección del exjaimista Luis Lucia, la DRV poseía un programa que hacía hincapié en el catolicismo social, en el corporativismo y en el regionalismo, y aspiraba a convertirse en el catalizador de todos los grupos de la derecha valenciana frente al avance de los republicanos locales.

			 

			 

			El republicanismo

			 

			Los republicanos llegaron a 1930 divididos en varios partidos y corrientes de opinión, pero habían forjado lazos de solidaridad en la lucha contra la Dictadura y estaban ahora en condiciones de movilizar considerables apoyos sociales en defensa de sus tesis. Tras décadas de marginación en un sistema político que reducía al mínimo sus posibilidades electorales y de acción política, los dispersos restos del republicanismo histórico y las nuevas formaciones que surgían contaban desde febrero de 1926 con un organismo de coordinación, la Alianza Republicana, constituida por cuatro partidos:

			 

			• El Partido Republicano Radical. Era el de mayor implantación territorial, aunque la carencia de una organización centralizada le otorgaba cierto aire caótico, «más una comunión de ideales que un verdadero partido organizado»,[6] lo que favorecía la autonomía de sus organizaciones locales y de los notables que las dirigían. Fundado en 1908 en Barcelona y presidido por Alejandro Lerroux, el PRR se había caracterizado en sus orígenes por su extremismo social y político, por su discurso populista y por su anticatalanismo, pero luego había ido evolucionando, conforme su militancia se aburguesaba, hasta convertirse en una opción francamente moderada, defensora de un vago reformismo liberal que buscaba, básicamente, ser pragmático.

			• El Partido Republicano Federal, dirigido por Manuel H. Ayuso, mantenía viva la herencia del más vetusto republicanismo español, fiel al pensamiento de Pi y Margall aunque, víctima de sus propias divisiones y de la competencia de los numerosos grupos locales que reivindicaban el marchamo federal, carecía prácticamente de representatividad fuera de Cataluña.

			• Más a la izquierda se situaba el Grupo de Acción Republicana (AR), fundado en 1925 como punto de encuentro de las diversas tendencias del republicanismo y como puente tendido a la colaboración con las organizaciones obreras. Por ello, «no había tenido vida propia» hasta los inicios de 1930.[7] Aunque AR afirmaba «no tener presidente, ni menos jefe», y en sus filas se contaban figuras influyentes del liberalismo progresista como José Giral, Enrique Martí Jara o Ramón Pérez de Ayala, su figura más destacada era Manuel Azaña Díaz, funcionario del Ministerio de Justicia, presidente del Ateneo de Madrid desde junio de 1930 y hombre de sólida formación doctrinal basada «en su singular concepción del denominado “problema español” y del Estado como su solución», por lo que «apeló a la República como sinónimo de Estado políticamente democrático, y socialmente reformista».[8] 

			• El Partit Republicà Català, creado en 1917 por miembros del Bloc Republicà Autonomista, como Francesc Layret —asesinado tres años después—, Marcelino Domingo y Lluís Companys, junto con algunos federales y reformistas, ocupaba una posición muy a la izquierda en el republicanismo, enfrentado a los lerrouxistas. Bien relacionado con algunos círculos del anarcosindicalismo y, a través de Companys, con el sindicato campesino Unió de Rabassaires, el Partit Republicà Català había estudiado incluso la adhesión a la Tercera Internacional en 1919, pero por encima de su vocación revolucionaria predominaba en él un fuerte componente de nacionalismo catalanista.

			• Finalmente, colaboraban con la Alianza Republicana numerosos intelectuales independientes, algunos tan conocidos como Miguel de Unamuno, Antonio Machado y Gregorio Marañón.

			 

			Los integrantes de la plataforma tenían en común el credo republicano y en su mayoría procedían de la clase media, pero sus ideas políticas, comenzando por el concepto mismo del Estado, diferían mucho. Algunos de sus miembros preconizaban el desarrollo de una acción política en conjunción con los socialistas, que trajera la República por la presión de las masas y a través de procesos electorales. Otros, conscientes de la debilidad del republicanismo, preferían acortar los plazos, recurriendo a la actividad conspirativa, en la que los militares antiprimorriveristas debían jugar un papel fundamental. Finalmente estallaron las tensiones, y en diciembre de 1929 los elementos más izquierdistas abandonaron la Alianza para constituir el Partido Republicano Radical Socialista (PRRS), que se dotó de un proyecto de liberalismo muy avanzado, pero con escaso trasfondo teórico. Presidido por Domingo, entre sus dirigentes estaban Álvaro de Albornoz, Eduardo Ortega y Gasset, Juan Botella Asensi, Félix Gordón Ordax y Ángel Galarza.

			En los primeros meses de 1930, el republicanismo amplió sus bases de apoyo social y completó su organización política. El nacimiento del PRRS animó a AR a convertirse en partido, aunque se mantuvo dentro de la Alianza. La conjunción de varios políticos monárquicos propició, en julio, la creación de la Derecha Liberal Republicana, bajo la jefatura del liberal Niceto Alcalá-Zamora y del conservador Miguel Maura. El nuevo partido, que preconizaba una República socialmente conservadora, a la que pudieran adherirse las «gentes de orden», aportó a la causa republicana «cabezas y figuras de suficiente prestigio para inspirar confianza a las clases medias conservadoras», en opinión de Maura.[9] Por su parte, tres intelectuales liberales, José Ortega y Gasset, Gregorio Marañón y Ramón Pérez de Ayala, alentaron la creación de la Agrupación al Servicio de la República, cuyo manifiesto fundacional llamaba a la movilización «a todos los españoles de oficio intelectual para que formen un copioso contingente de propagandistas y defensores de la República española», ya que «es obligatorio para todos salir de su profesión y ponerse sin reservas al servicio de la necesidad pública».[10] La Agrupación, que negaba ser un partido político, realizó una activa campaña en favor de las candidaturas republicanas a las elecciones municipales de abril de 1931, aunque no presentó candidatos.

			En Cataluña, donde el republicanismo poseía un arraigo tradicional, cristalizó un sistema de partidos de ámbito regional, pero que ejerció un papel importante en el conjunto del republicanismo español. A la caída de la Dictadura existían cuatro grupos:

			 

			• Acció Catalana, fundada en 1922 por disidentes de la Lliga Regionalista y especialmente de su Joventut, y dirigida por Jaume Bofill i Mates y Lluís Nicolau d'Olwer. Unía a su credo nacionalista y socialmente moderado un cierto accidentalismo sobre las formas de gobierno.

			• A finales de los años veinte se había separado de ella su ala izquierda para formar, bajo la jefatura de Antoni Rovira i Virgili, Acció Republicana de Catalunya, de un nacionalismo más acentuado.

			• En posiciones independentistas se situaba Estat Català, fundado en 1922 por un antiguo oficial del Ejército, Francesc Macià, y que integraba a su Federació Democràtica Nacionalista, creada cuatro años antes, con miembros de entidades catalanistas de diverso tipo. El radicalismo nacionalista de EC, algunos de cuyos militantes defendían el uso de la lucha armada para acelerar la consecución de la independencia, se agudizó a lo largo de los años veinte, y llevó al partido a crear una milicia, el Exèrcit Català, a cuyos miembros, los escamots («vigilantes»), se les han señalado concomitancias con el naciente fascismo, y a intentar un levantamiento contra la Dictadura mediante la introducción desde Francia de grupos armados (Sucesos de Prats de Molló, en noviembre de 1926).

			• Socialmente más progresista que Estat Català, el Partit Republicà Català de Domingo y Companys profesaba un nacionalismo menos radical y formaba parte, como hemos visto, de la Alianza Republicana.

			 

			A lo largo de 1930, estos y otros grupos irían acercando posiciones conforme se fortalecían las expectativas de colaboración con el republicanismo de ámbito nacional. En febrero de 1931, Acció Catalana y Acció Republicana de Catalunya se reunificaron en el Partit Catalanista Republicà, un grupo de carácter centrista y autonomista, que aspiraba a competir en estos terrenos con la hasta entonces hegemónica Lliga Regionalista de Cambó. Un mes después (Conferencia de Sants), Estat Català formaba con el Partit Republicà Català y el grupo que editaba el semanario L'Opinió, entre otros, el partido Esquerra Republicana de Catalunya, «una improvisación, una vasta y variada acumulación de centros y grupos de centros que se juntó en la consabida fórmula de una unión republicana»,[11] liderado por Macià y Companys, y con figuras destacadas como Jaume Aiguader, Joan Lluhí i Vallescà y Marcelino Domingo, miembro a la vez de la dirección nacional del PRRS.[12]

			Otra región donde tenía tradición un republicanismo autónomo era la levantina. A la caída de la Dictadura estaba representado fundamentalmente por el Partido de Unión Republicana Autonomista (PURA), fundado por el escritor Vicente Blasco Ibáñez. Tras su muerte, acaecida en enero de 1928, su hijo Sigfrido había pasado a encabezar el «blasquismo», que en los dos años siguientes acentuó su tradicional colaboración con el Partido Republicano Radical, tanto por la similitud de su posición moderada dentro del republicanismo como por un reflejo defensivo frente al surgimiento de una pujante sección valenciana del PRRS, salida de las propias filas del PURA y encabezada por Fernando Varela. Al margen de los blasquistas, en abril de 1930 se creó la Agrupació Valencianista Republicana (AVR), un grupo de reducidas dimensiones, cuyos planteamientos de nacionalismo valencianista la situaban en posiciones parecidas a la Esquerra catalana.

			Con menos vigor, también en Galicia se desarrollaron en los últimos tiempos de la Dictadura algunos grupos regionalistas de carácter republicano. El principal fue la Organización Republicana Gallega Autónoma (ORGA), creada en octubre de 1929 por la alianza de los galleguistas de Antón Villar Ponte y los republicanos autonomistas que acaudillaba Santiago Casares Quiroga. La ORGA, que defendía en su programa la creación de una República federal, se unió en marzo de 1930, mediante el Pacto de Lestrove, a las organizaciones locales de los partidos de la Alianza Republicana en la Federación Republicana Gallega, en cuyo nombre tomó parte Casares en la negociación del Pacto de San Sebastián.

			 

			 

			EL MOVIMIENTO OBRERO

			 

			En la coyuntura de 1930 la izquierda obrera, dividida en partidos y sindicatos de muy distintas definiciones ideológicas y métodos de acción, contaba con dos sectores tradicionales, el socialista y el anarcosindicalista, que respondían a los históricos planteamientos doctrinales del marxismo y del anarquismo. Ya en el siglo XX, se habían incorporado otros dos modelos de representación de la clase obrera, basados en ideologías muy dispares: el comunismo leninista y el sindicalismo católico.

			 

			 

			Socialismo

			 

			En el seno del movimiento socialista, el golpe de Estado de 1923 había sido recibido con más expectación que hostilidad. Recién salidos de la traumática escisión comunista y conscientes de la fuerza de sus rivales anarcosindicalistas, el Partido Socialista Obrero Español y la Unión General de Trabajadores habían experimentado desde 1923 un largo debate interno acerca de la utilización de los cauces legales que marcaba el Directorio y de la participación en los órganos oficiales de representación social, que muchos socialistas esperaban que sirviera para mejorar su posición en el seno del movimiento obrero.

			En torno a esta cuestión surgieron entre los cuadros organizativos dos sectores, los corporativistas obreros y los reformadores políticos.[13] Los primeros, mayoritarios, aparecían fundamentalmente preocupados por preservar y fortalecer la organización política y sindical socialista y por mejorar las condiciones de vida de los trabajadores, un tanto al margen del sistema político vigente. Dentro de esta ala, sin embargo, los objetivos diferían. Los sindicalistas pragmáticos, que dirigía Francisco Largo Caballero, eran partidarios de una colaboración con el Directorio en temas laborales y sociales, aunque no políticos, a través del aparato corporativo del Estado. Largo y sus colaboradores participaron en organismos oficiales de mediación social y control económico de la Dictadura, como los Comités Paritarios o el Consejo de Trabajo, y el primero fue miembro del Consejo de Estado, como vocal obrero, desde octubre de 1924. Por su parte, el ala socialdemócrata, que acaudillaban Julián Besteiro, el sucesor de Pablo Iglesias al frente del socialismo español, y Andrés Saborit, vicepresidente de la UGT y director del periódico del PSOE, El Socialista, se mantuvo al margen de la colaboración, pero estimaba que el proletariado era aún demasiado débil para hacerse con el poder. Por ello, veía en la labor institucional emprendida por la Dictadura una oportunidad de reforzar la cohesión del movimiento obrero y acelerar la maduración de la revolución burguesa, etapa que consideraba inevitable en el camino hacia el socialismo. 

			En el otro lado, los reformistas políticos anteponían a la expansión de las organizaciones obreras, o a la consecución de las condiciones objetivas para la revolución, la necesidad de una democracia formal previa, que garantizase las libertades abstractas. Este sector, que dirigían Indalecio Prieto y Fernando de los Ríos, era más sensible a las inquietudes de la pequeña burguesía progresista que a los de la propia clase obrera y se mostraba partidario de colaborar con la izquierda republicana para derribar a la Monarquía e instaurar una República parlamentaria y democrática. Durante años, luchó infructuosamente para imponer sus tesis, como demostró su derrota en el XVI Congreso de la UGT y en el XII del PSOE, ambos celebrados en 1928, en los que se hicieron con los puestos directivos los seguidores de Largo Caballero y de Besteiro.[14] Ello no significaba que peligrase la unidad socialista, ni que ambas organizaciones estuvieran dispuestas a dejarse utilizar al servicio de la consolidación del régimen. En realidad, las relaciones de los socialistas con el Directorio estuvieron siempre llenas de matices y de recelo. En 1927, se negaron a enviar representantes a la Asamblea Nacional Consultiva, y las huelgas mineras de ese año, desaconsejadas por la dirección de la UGT, marcaron el inicio de una escalada reivindicativa de los sindicatos socialistas, que puso en evidencia la política de colaboración laboral sostenida por los caballeristas. En los últimos tiempos de la Dictadura, los reformadores políticos mejoraron paulatinamente sus posiciones, tanto por el estancamiento institucional del régimen y el deterioro de las condiciones económicas, que relanzó la conflictividad social, como por el ingreso en el PSOE de figuras procedentes del republicanismo, como Juan Negrín o Luis Jiménez de Asúa.

			A comienzos de 1930, los socialistas se encontraban en pleno viraje hacia posiciones activamente antimonárquicas. Sin embargo, pese a los esfuerzos de Prieto, prevalecía la desconfianza en los republicanos liberales y el temor a las consecuencias de embarcarse en la vía conspirativa, hasta el punto de que un informe gubernativo de enero de ese año afirmaba que los socialistas «no solo no significan en el momento actual peligro para el orden, sino que son una garantía para él».[15] No obstante, el proyecto de retorno a la normalidad constitucional del Gobierno Berenguer fue objeto de un rechazo generalizado y no pasarían muchos meses antes de que el sector reformador asumiera la iniciativa de buscar una franca inteligencia con la coalición de grupos republicanos.

			El socialismo español no era propicio a los regionalismos, por lo que al margen del PSOE solo existía un partido de alguna entidad, la Unió Socialista de Catalunya. Fundada en julio de 1923 a partir de una escisión de la Federación Catalana del PSOE, la USC contaba entre sus dirigentes con intelectuales catalanistas como Gabriel Alomar, Manuel Serra y Rafael Campalans. Fracasados sus esfuerzos para captar militancia de la CNT o de la UGT, la Unió se configuró como un partido de clase media, con muy limitada base obrera. Su ideología basculaba entre el nacionalismo radical próximo al PRC y luego a ERC —a la que se afiliaron bastantes militantes de la Unió— y un socialismo reformista similar al que defendían los prietistas dentro del PSOE.

			 

			 

			Anarcosindicalismo

			 

			Contrarios a la acción política en partidos o a la participación en las instituciones del Estado liberal, los anarquistas españoles habían concertado en 1911 una gran central sindical, la Confederación Nacional del Trabajo (CNT), que basaba su actuación en los principios del antiestatismo revolucionario y del sindicalismo puro, apolítico, así como en la práctica de los métodos de acción directa en las relaciones laborales, frente a los organismos oficiales de mediación que habían aceptado los socialistas.[16] No obstante, dentro de la Confederación actuaban tendencias doctrinales muy diversas, que podrían resumirse en cuatro:

			 

			1. Una minoría propiamente anarquista, que planteaba tácticas de lucha social muy radicales, como el recurso a la huelga general revolucionaria o la actividad violenta de los grupos de acción, de los que se hizo famoso el colectivo Los Solidarios, entre cuyos miembros se encontraban Buenaventura Durruti, Juan García Oliver y Francisco Ascaso.

			2. Una gran mayoría de sindicalistas revolucionarios, o anarcosindicalistas, defensores del comunismo libertario y de la acción directa, pero divididos en diversas corrientes no organizadas, desde el extremismo filoanarquista hasta el anarcosindicalismo moderado que representaba Juan Peiró.

			3. Los sindicalistas puros o posibilistas, partidarios de una práctica sindical no violenta y dialogante, acaudillados por Salvador Seguí, «el Noi del Sucre» y, tras su asesinato, en 1923, por Ángel Pestaña.

			4. Los bolchevizantes, o sindicalistas comunistas, como Joaquín Maurín, Antonio Mije o Manuel Adame, defensores de la adhesión de la CNT a la Tercera Internacional (Comintern) y que, a lo largo de los años veinte, se habían ido integrando en el Partido Comunista de España y otros grupos leninistas, aunque sin abandonar en muchos casos la militancia en la Confederación.

			 

			A partir del Congreso de Sants (1918), la CNT funcionaba como una confederación de sindicatos autónomos, que en las zonas urbanas se organizaban como sindicatos únicos de industria o ramo, agrupados en federaciones locales, mientras que los sindicatos rurales, no especializados, se integraban en federaciones comarcales. El órgano de gobierno por excelencia de la central eran los Congresos, reunidos muy de tarde en tarde. Se celebraban con mayor frecuencia los Plenos de las federaciones regionales, que agrupaban a las locales y comarcales. Y se ocupaba fundamentalmente de las cuestiones administrativas el Comité Nacional dirigido por un secretario general —Peiró, desde 1927— y establecido en Zaragoza.

			El anarcosindicalismo había sufrido los rigores de la represión dictatorial, que le forzó a una clandestinidad muy nociva y animó la participación cenetista en alguno de los complots contra el régimen, como la «sanjuanada» de 1926. A finales de la década, las disensiones internas y la actuación policial habían reducido al mínimo la actividad de la CNT. Los grupos de acción anarquistas encontraban cada vez mayores dificultades para desarrollar su labor punitiva, mientras incrementaban su distanciamiento con los sindicalistas revolucionarios, que encabezaba Peiró, y con la línea posibilista, cuyo portavoz, Pestaña, fue acusado de buscar la participación confederal en los Comités Paritarios laborales. En julio de 1927 se creó en Valencia la Federación Anarquista Ibérica (FAI), heterogénea plataforma de convergencia ideológica del anarquismo que, a partir de 1929, se convirtió en un grupo de presión dedicado a controlar la CNT y a combatir en su seno la influencia de dirigentes sindicalistas como Pestaña, Peiró, Progreso Alfarache o Juan López, integrantes del grupo antifaísta de Solidaridad Obrera, el principal órgano de prensa cenetista, así como la de los sindicatos de orientación comunista afiliados a la Confederación.

			A comienzos de 1930, favorecido por la relativa permisividad de la «apertura» berengueriana, el anarcosindicalismo comenzó a reorganizase. A mediados de febrero, el Pleno Nacional de Regionales de la CNT designó un nuevo Comité Nacional que en marzo, todavía en la clandestinidad, se pronunció en favor de la libertad sindical, de la jornada de ocho horas y de una amnistía para los presos políticos, aunque sin abandonar los principios del sindicalismo revolucionario. Un mes después, un Pleno de Regionales reunido en la localidad gerundense de Blanes aprobó el retorno a la actividad legal, pese a la oposición de los faístas. Una entrevista de Pestaña con el director general de Seguridad, Emilio Mola, posibilitó el 30 de abril la legalización de la Confederación, aunque cada uno de sus sindicatos hubo de solicitarla por separado. La CNT experimentó enseguida un espectacular crecimiento, bajo la dirección del propio Pestaña, nombrado poco antes secretario del Comité Nacional en sustitución de Peiró.

			En la segunda mitad de 1930, la Confederación estuvo en condiciones de relanzar la actividad huelguística en gran escala, a la vez que continuó rechazando la mediación laboral de los Comités Paritarios. Aunque los cenetistas no fueron invitados a integrarse en la coalición antimonárquica surgida del Pacto de San Sebastián, y a pesar de la posición mayoritaria en la CNT, contraria a cualquier compromiso en materia política, algunos de sus dirigentes crearon un Comité de Acción Revolucionaria, que en el otoño de 1930 estableció relaciones con los republicanos. También un grupo de militares que llevaban algún tiempo colaborando con el Comité cenetista (los comandantes Ramón Franco, Enrique Pérez Farrás, los capitanes Alejandro Sancho, Fermín Galán, etc.) se avinieron a participar en los preparativos insurreccionales del Comité Revolucionario republicano. Finalmente, el Pleno de Regionales de la CNT celebrado el 17 de noviembre, aceptó «establecer una inteligencia con los elementos políticos» y sumarse a la huelga general cuando estallara el previsto movimiento insurreccional contra la Monarquía.

			 

			 

			Comunismo

			 

			Constituía entonces un sector un tanto marginal dentro del movimiento obrero. Su principal organización, el Partido Comunista de España, apenas alcanzaba el millar de afiliados en la primavera de 1931. El PCE había nacido en diciembre de 1921 como resultado de la fusión de dos pequeños grupos: el Partido Comunista Obrero Español, fundado en marzo por Antonio García Quejido, Daniel Anguiano, Virginia González y otros militantes del PSOE partidarios de la Tercera Internacional, y el Partido Comunista Español, surgido en abril del año anterior de una escisión de las Juventudes Socialistas, los llamados «cien niños». A ellos se añadirían más tarde los miembros de los Comités Sindicalistas Revolucionarios, formados por los bolchevizantes de la CNT que habían fracasado en el intento de mantener a la Confederación adherida a la Comintern. Desde sus inicios, el partido se vio perjudicado por las frecuentes disidencias internas, y por la persecución gubernamental, sobre todo tras la proclamación de la Dictadura. En noviembre de 1924, una Conferencia nacional, celebrada clandestinamente en Madrid a instancias de la Comintern, condenó la actuación del secretario general, García Quejido, y del Comité Central (CC), muy contestado por algunas federaciones regionales, e impuso un relevo en la dirección. Pero el nuevo CC, en el que jugaba un destacado papel el dirigente de la Federación Catalano-Balear, Joaquín Maurín, fue detenido en pleno poco después. Tomó entonces el relevo un grupo de exiliados en Francia: José Bullejos, Gabriel León Trilla, Julián Gómez García, alias Gorkin, etc.

			En la primavera de 1925 ocupó la secretaría general Bullejos, un sindicalista minero que, en colaboración con sus segundos, Trilla y Manuel Adame, impuso una estricta centralización y una línea dogmática y ultraizquierdista, muy difícil de aplicar desde la clandestinidad. Ello condujo al PCE a un creciente aislamiento, a la pérdida de gran parte de la afiliación y a un gradual alejamiento de la Federación Comunista Catalano-Balear, integrada sobre todo por miembros de los antiguos Comités Sindicalistas Revolucionarios y cuyo dirigente, Maurín, había sido incluso secretario general de la CNT. Fuera de Cataluña, solo el núcleo sevillano, encabezado desde 1927 por Adame y José Díaz, un panadero afiliado también a la CNT, mostraba cierto empuje. 

			La caída de la Dictadura no varió la postura del PCE, que seguía disciplinadamente las consignas de la Tercera Internacional y de sus delegados en España, quienes en la práctica eran los auténticos directores de un partido que tenía a la mayoría de sus cuadros exiliados o en la cárcel: «El Partido era un cuerpo político extraño que no encajaba en la vida nacional».[17] La conferencia clandestina de Bilbao, celebrada en marzo de 1930 y conocida como Conferencia de Pamplona, se pronunció, en sintonía con la estrategia estalinista de «clase contra clase», por una revolución social que estableciera la República Federativa de Sóviets obreros y campesinos, y rechazó cualquier colaboración —que, por otra parte, no se le había pedido— con el movimiento republicano que, según se definió en la Conferencia, constituía en ese momento «el peligro más grande para la clase obrera». Un mes después, el PCE expulsaba a la Federación Comunista Catalano-Balear, que se mostraba partidaria de colaborar con republicanos y socialistas. Por otra parte, el intento de ampliar la influencia comunista en el mundo sindical a través de un Comité para la Reconstrucción de la CNT chocó con la oposición de los anarcosindicalistas, que terminarían expulsando de la Confederación a los sindicatos de obediencia comunista.

			Al margen del PCE, se había creado en noviembre de 1928 un Partit Comunista Català dirigido por Jordi Arquer, que no parece haber pasado de los trescientos afiliados, muchos de ellos procedentes de Estat Català, y que evitó afiliarse a la Tercera Internacional. Dos años después, este grupo se fusionaba con la Federación Catalano-Balear de Maurín en el Bloque Obrero y Campesino (BOC), heterodoxo con respecto a la línea doctrinal de la Tercera Internacional y de su sección española. Otra opción marxista, prácticamente testimonial, era la Oposición de Izquierda Comunista, formada por un reducido grupo de trotskistas catalanes encabezados por Andrés Nin Pérez, un antiguo cenetista, funcionario de la Internacional Sindical Roja en Moscú y colaborador de Trotski hasta su expulsión de la Unión Soviética, en 1930.

			 

			 

			Sindicalismo católico y libre

			 

			Frente al sindicalismo de clase, que representaban fundamentalmente UGT y CNT, en la España de las primeras décadas del siglo se habían desarrollado otros modelos de organización de los trabajadores. Sin dejar de recurrir a moldes estructurales de tipo clasista, estos sindicatos, tachados de «amarillos» por sus rivales, buscaron plantear alternativas a la labor reivindicativa de las grandes centrales, lo que condujo a determinados sectores obreros vinculados a los medios del catolicismo social a profesar una práctica sindical escasamente reivindicativa, que halló su mejor expresión en el desarrollo de los sindicatos católicos y, en menor medida, en el llamado sindicalismo libre.

			Los primeros hundían sus raíces en la eclosión del catolicismo social que había provocado la encíclica Rerum Novarum, publicada por León XIII en 1891. Su antecedente eran los Círculos Católicos, animados a finales del siglo XIX por un acaudalado empresario, el marqués de Comillas. En el plano doctrinal, las Semanas Sociales, celebradas a partir de 1906, sirvieron para sentar las bases de un movimiento sindical católico, escasamente reivindicativo y abiertamente antisocialista, que tuvo sus primeros inspiradores en dos sacerdotes, Antonio Vicent y Pedro Gerard. En 1919, se creó una Confederación Nacional de Sindicatos Católicos Obreros (CNSCO), que agrupaba a las federaciones surgidas a lo largo de la década anterior. No obstante, el sindicalismo confesional era muy débil —unos cuarenta mil afiliados en todo el país— y se encontraba dividido entre los sindicatos «comillistas», integrados en la Confederación y dependientes de la jerarquía episcopal, y los más independientes Sindicatos Católico-Libres, fundados en 1912 por los dominicos Gerard y José Gafo, que se negaron a integrarse en la CNSCO. Durante la Dictadura, esta última siguió siendo muy minoritaria y apenas tuvo representación en los organismos de mediación social.

			Si en los medios del obrerismo industrial el sindicalismo católico cosechó un rotundo fracaso, no sucedió lo mismo entre el campesinado del norte y centro de España. Allí, los campesinos acudieron en masa a sindicatos tutelados por la Iglesia, que por la condición de pequeños propietarios de la mayoría de sus miembros aceptaron unos condicionamientos ideológicos propios de una patronal agraria y que, en realidad, eran controlados por los latifundistas, que constituían uno de los grupos de presión más poderosos de la España alfonsina. Este era el caso de la Confederación Nacional Católico-Agraria (CONCA), creada en 1917 bajo la dirección de un gran terrateniente, Antonio Monedero, y de un jesuita, Sisinio Nevares. La CONCA se reveló enseguida como una gran fuerza social. Hacia 1920 contaba con medio millón de afiliados, especialmente en Castilla la Vieja, León y Aragón, pero también en Castilla la Nueva, Extremadura y Andalucía, donde a lo largo de los años veinte combatió con poco éxito el crecimiento de los sindicatos de clase entre los campesinos no propietarios. Al llegar la Dictadura, la Confederación se adhirió sin reservas al nuevo régimen y muchos de sus afiliados alimentaron las filas de la UPE. Aun así, no pudo sustraerse al declive de las organizaciones sociales de raíz conservadora y en 1930 su afiliación, concentrada en el norte de Castilla, había descendido a menos de la mitad.

			Los Sindicatos Libres fueron un producto de la crisis económica y social que sacudió a España en la primera posguerra europea, momento en el cual los sectores patronales buscaron medios más efectivos que el lockout para oponerse a las reivindicaciones de los obreros. En general, los Libres han sido considerados como meros sindicatos amarillos, inspirados por la patronal y al servicio de sus intereses. Sin embargo, la investigación de Colin M. Winston puso de manifiesto que actuaron con una considerable independencia respecto de las patronales, y que incluso en determinados momentos defendieron posturas de moderada oposición al poder económico y político.

			Aunque el sindicalismo libre se nutrió en gran medida de militantes de la CNT descontentos con la influencia anarquista en la Confederación, sus promotores procedían en su mayoría del tradicionalismo jaimista catalán, y su primera organización, el Sindicato Libre Regional, se creó en octubre de 1919 en el Ateneo Legitimista de Barcelona, con apoyo de la Federación Patronal local. Desde entonces, con el nombre de Corporación General de Trabajadores (CGT), fueron presididos por el carlista Ramón Sales. El área de expansión de la Corporación, ideológicamente muy conservadora, pero aconfesional, se localizaba en las zonas urbanas de Cataluña. No obstante, desde 1921 se produjo la aproximación de un sector de los Sindicatos Católico-Libres, y en especial de la Confederación Regional de Sindicatos Libres del Norte de España, que en enero de 1923 se fusionó con la organización catalana en la Unión de Sindicatos Libres de España. Entre 1920 y 1923, los Libres consolidaron su estructura en guerra abierta con los sindicatos únicos de la CNT. En estos conflictivos años actuaron como esquiroles en numerosas huelgas y sus pistoleros compitieron con los anarquistas en el desarrollo de una amplia actividad terrorista, que hasta finales de 1922 contó con la colaboración del gobernador civil de Barcelona, el general Martínez Anido, y que costó la vida, entre otros muchos, al político republicano Layret, en noviembre de 1920, y al dirigente sindicalista Salvador Seguí, en marzo de 1923.

			Con la llegada de la Dictadura y la ilegalización de la CNT, iniciaron una extraordinaria expansión, favorecida por el hecho de que Martínez Anido fuera ministro de la Gobernación. En enero de 1924, la Unión de Sindicatos Libres, de Sales, se vinculó a los Sindicatos Católico-Libres, que dirigía el padre Gafo, en la Confederación Nacional de Sindicatos Libres de España, que un año después afirmaba contar con 111.252 afiliados, el 95 por ciento de ellos residentes en Cataluña. En la segunda mitad de la década, los Libres se organizaron en otras zonas del país, y cuando la Confederación celebró su IV Congreso, en 1929, un 40 por ciento de sus 197.853 miembros vivían fuera de Cataluña. Por entonces, la CNSLE era la segunda central sindical de España, por detrás de la UGT. 

			La caída de Primo de Rivera y la rápida reconstrucción de la CNT, sembraron la alarma en las filas de la Confederación «libre». A lo largo de 1930 sufriría un proceso de desintegración en cierta forma similar al experimentado por la UPE. En vísperas de la proclamación de la República, los Sindicatos Libres habían perdido su carácter hegemónico en Cataluña y se mantenían a la defensiva, englobados en el conjunto de organizaciones de carácter autoritario que veían en la defensa de la Monarquía una última posibilidad de supervivencia.

			 

			 

			EL PACTO DE SAN SEBASTIÁN

			 

			Este variopinto conglomerado de organizaciones políticas y sociales, en construcción a lo largo de 1930, era el que tenía que aceptar el programa del Gobierno del general Berenguer de retorno a la normalidad constitucional. Sin embargo, los responsables de la política oficial no fueron capaces de otorgar a su oferta la flexibilidad que requerían unas negociaciones tan complejas y, por otra parte, tan tardías. El difícil equilibrio entre la liberalización política, retornando a un sistema constitucional que ya era caduco cuando colapsó, y el mantenimiento de los resortes de autoridad por un Gobierno sin base popular y falto de apoyos políticos, se vino pronto abajo. A la fuga de significados monárquicos al bando republicano se unieron, en la primavera de 1930, los ataques a Alfonso XIII de personalidades antidinásticas como Prieto y Unamuno, que vinculaban públicamente la actuación del monarca con el advenimiento de la Dictadura y con las corruptelas que se atribuían al régimen caído.

			Uno de los primeros indicios de que la izquierda buscaba cauces comunes para forzar la ruptura institucional fue la aparición en Barcelona, a mediados de marzo, de un manifiesto de «inteligencia republicana», firmado por republicanos como Companys, Aiguader o Botella Asensi, socialistas como Alomar y Campalans, comunistas como Arquer, el cofundador del BOC, e incluso algún miembro de la CNT, como Peiró, y en el que se postulaba una República federal y reformas sociales muy avanzadas.[18] Ese mismo mes, la visita a la Ciudad Condal de un grupo de intelectuales castellanos, por iniciativa de los conservadores de la Lliga, sirvió para estrechar vínculos entre los representantes del republicanismo madrileño y del barcelonés. 

			Los incidentes ocasionados en mayo por el retorno de Unamuno del exilio que le impusiera la Dictadura, y en los que los estudiantes de la Federación Universitaria Escolar (FUE) se enfrentaron violentamente con la policía, condujeron al cierre de universidades y señalaron el inicio de una protesta social que se tornaría cada vez más virulenta. A lo largo de la primavera y el verano, las huelgas y las manifestaciones se multiplicaron hasta límites desconocidos desde hacía casi una década. Un movimiento reivindicativo, todavía inconexo, comenzaba a ofrecer una imagen de descontento popular y de crisis del poder público que favorecía el crecimiento de las opciones antidinásticas.

			Estas se organizaban rápidamente. El 14 de mayo, los grupos de la Alianza Republicana y el Partido Republicano Radical Socialista acordaron la creación de un Comité conjunto de Unión Republicana, que trabajaría para «conseguir la instauración y consolidación de la República en España».[19] A este pacto se unirían en las siguientes semanas varios grupos regionales, como la recién creada ORGA o el PURA valenciano, que actuaba subordinado a los lerrouxistas. Al tiempo, se buscaba una inteligencia con las organizaciones obreras. En julio, Azaña y Albornoz se entrevistaron con una delegación del PSOE, integrada por Besteiro, De los Ríos y Cordero, pero un posible acuerdo quedó postergado hasta que los republicanos hubieran completado su proceso de integración. A ello se aplicaron estos. Ingresó en la Unión primero la Derecha Liberal Republicana de Alcalá-Zamora y Maura y luego, tras complicadas negociaciones, se obtuvo el concurso de varios grupos catalanistas.

			Este conjunto de iniciativas concluyó el 17 de agosto con el acuerdo conocido como Pacto de San Sebastián. Ese día se reunieron en la capital guipuzcoana, bajo la presidencia de Fernando Sasiaín, dirigente local de la Unión Republicana, los representantes de los grupos integrados en la misma: Azaña y Lerroux por la Alianza Republicana, Domingo, Albornoz y Galarza, por el PRRS, y Alcalá-Zamora y Maura por la DLR, más Santiago Casares Quiroga, por la ORGA, Jaume Aiguader, de EC, Macià Mallol, de ARC y Manuel Carrasco i Formiguera, de AC. A título de independientes estaban Felipe Sánchez Román, Eduardo Ortega y Gasset e Indalecio Prieto. La atomización de los republicanos federales les impidió enviar representantes al acto, aunque el Partido Republicano Federal manifestó su adhesión. Por otra parte, Aiguader, que representaba al partido de Macià, era también dirigente de la USC. Los asistentes acordaron la creación de un Comité Revolucionario dedicado a coordinar un movimiento insurreccional, presidido por Alcalá-Zamora e integrado por Maura, Azaña, Domingo, Prieto y Albornoz. También se aceptó atender las reivindicaciones de autonomía regional de los catalanistas tras la proclamación de la República y establecer conversaciones formales con las organizaciones obreras. Estos acuerdos, un «pacto entre caballeros» según Maura, no fueron puestos por escrito, excepto en una ambigua nota que se entregó a la prensa, lo que más adelante determinaría algunos serios malentendidos.

			Los contactos entre republicanos y socialistas celebrados en el Ateneo de Madrid a comienzos del otoño no dieron el resultado que esperaban los primeros. Aunque Prieto, que no ostentaba cargo dirigente en el PSOE, había suscrito el Pacto de San Sebastián, el acuerdo se hizo esperar sobre todo por la oposición de los besteiristas, contrarios a las arriesgadas maniobras conspirativas de la oposición burguesa. No obstante, el 20 de octubre, una vez que los republicanos hubieron demostrado su capacidad para movilizar masas muy considerables de simpatizantes en actos públicos, la Comisión ejecutiva del PSOE se adhirió al Pacto, por ocho votos frente a seis y contra la opinión de su presidente, Besteiro. El convenio de constitución de la Conjunción Republicano-Socialista establecía que De los Ríos y Largo Caballero se integrarían en el Comité Revolucionario —en el que ya estaba Prieto— y que las organizaciones socialistas desencadenarían una huelga general al producirse el movimiento insurreccional. No fue, en cambio, posible cerrar un acuerdo político con la CNT, aunque la Confederación aceptó a mediados de noviembre aportar su apoyo desde fuera al movimiento antimonárquico.

			Mientras la izquierda se unía, la derecha se dividía en torno a los planes gubernamentales de normalización política. Los liberales exigían que las futuras Cortes acometiesen una reforma constitucional y los conservadores que seguían a Cambó y a Gabriel Maura parecían más interesados en servir al entendimiento entre los grupos monárquicos que en sumarse abiertamente a un proyecto de retorno al viejo orden constitucional. En cierta forma, tanto Cambó como el dirigente liberal Santiago Alba encarnaban las aspiraciones de los sectores más «modernos» de la derecha a superar el alicorto turnismo que parecían dispuestos a patrocinar Bugallal y Romanones. Si embargo, el político catalán, disminuido por una enfermedad, no quería comprometerse en el empeño y Alba estaba indeciso y resentido por la persecución de que había sido objeto por el dictador. Alfonso XIII le visitó en su exilio parisino el 22 de junio, para solicitar su colaboración, pero el dirigente liberal pretendía la revisión de la Constitución en un sentido democratizador y libertad para presidir un Gobierno de centroizquierda con ministros republicanos. Por ello el acuerdo con los liberales, denunciado por la derecha como una claudicación intolerable, no fue posible.

			 

			 

			
FRACASO DE LA VÍA INSURRECCIONAL. LA SUBLEVACIÓN DE JACA


			 

			La segunda mitad de 1930 fue agónica para el Gobierno, cada vez más lento de reflejos. La depreciación de la peseta, que el ministro Argüelles y su sucesor, Wais, intentaron frenar inútilmente reforzando el control de cambios, auguraba problemas mayores, con el fondo de la crisis económica mundial iniciada el año anterior, y alarmaba a los medios financieros y empresariales, perplejos además por el rebrote de la conflictividad social. A la actividad del renacido movimiento obrero y de los republicanos, que concentraban grandes masas en actos públicos de enorme resonancia, la extrema derecha respondía con el abierto rechazo al régimen constitucional. Enfrentado a un creciente deterioro del orden público, el Gobierno reaccionó con medidas de fuerza, que resultaron inútiles. La represión de las células anarquistas y republicanas en el Ejército o la detención de dirigentes de la oposición no le ganaban las simpatías de la derecha autoritaria y contribuían a reforzar los designios revolucionarios de la izquierda. En noviembre, como protesta por un accidente laboral en un edificio en construcción en Madrid, la CNT convocó una huelga general en la capital. El conflicto tomó grandes proporciones al sumarse la UGT y extenderse a Barcelona y otras ciudades, y terminó costando varias vidas y su puesto al ministro de la Gobernación.

			A esas alturas, el Comité Revolucionario de la Conjunción, que ahora incluía a Lerroux y se había autoproclamado Gobierno provisional de la República, ultimaba desde la clandestinidad una insurrección de corte decimonónico. Según lo previsto, la iniciaría un pronunciamiento castrense, a cargo de un Comité Militar republicano que dirigía el general Gonzalo Queipo de Llano, y sería apoyado por una huelga general lanzada por los socialistas, en la que se esperaba que colaborase la CNT. Sin embargo, la sublevación estaba poco organizada y se produjo una fatal desconexión entre los protagonistas civiles y militares. Aunque el movimiento se fijó para el 15 de diciembre, tres días antes, el capitán Fermín Galán, de personalidad muy exaltada y vinculada ideológicamente al anarquismo, se adelantó sin autorización del Comité, alzándose en la localidad pirenaica de Jaca. 

			El oficial rebelde se puso en marcha hacia Huesca al frente de una columna militar de trescientos hombres, pero tropas leales al Gobierno les cortaron el paso en Cillas y, tras un breve combate, les obligaron a rendirse. Galán y su segundo, el capitán García Hernández, fueron fusilados tras un consejo de guerra sumarísimo. En Madrid, las tropas leales al Gobierno detuvieron a la mayoría de los miembros del Comité Republicano-Socialista en la mañana del día 14 y abortaron la intentona golpista en el aeródromo militar de Cuatro Vientos, en la que estaban implicados los aviadores Ramón Franco e Ignacio Hidalgo de Cisneros. Las organizaciones obreras, y en especial las anarcosindicalistas, llamaron a la huelga el día 15, cuando el pronunciamiento ya había fracasado, pero la inhibición de la dirección besteirista de la UGT madrileña y la proclamación del estado de guerra en todo el país redujeron la actuación sindical a unas pocas localidades, y la huelga fracasó estrepitosamente.

			Era, sin embargo, una victoria pírrica para el Gobierno. Los dos fusilados de Jaca se convirtieron en héroes románticos y mártires populares, mientras los líderes republicanos, encarcelados o huidos, eran objeto de masivas manifestaciones de apoyo. Entre los políticos de la oposición crecía la convicción de que, en las actuales circunstancias, la convocatoria directa de Cortes ordinarias era absurda. Se inició, pues, un movimiento de desmarque de las posiciones oficiales. El 29 de enero de 1931, los constitucionalistas se pronunciaron por la abstención en los comicios y el 31 hicieron lo mismo los republicanos. El 4 de febrero anunciaron idéntica medida los comités nacionales del PSOE y de la UGT. Ni siquiera estos golpes apartaron a Berenguer de su propósito. El día 8 de ese mes se publicó la convocatoria oficial de elecciones parlamentarias para el 1 de marzo, lo que implicaba el restablecimiento de las garantías constitucionales durante la campaña. Era lo que esperaba la oposición para recuperar la iniciativa. Uno tras otro, numerosos grupos culturales y profesionales solicitaron la abstención a través de la influyente prensa de izquierdas. El 10 de febrero apareció el manifiesto fundacional de la Agrupación al Servicio de la República, y ese mismo día se publicó una nota de Santiago Alba rechazando la convocatoria electoral. Poco después, Romanones y Manuel García Prieto manifestaban en nombre de sus fracciones liberales la intención de acudir a las futuras Cortes «únicamente para pedir en ellas la convocatoria de otras Constituyentes y la disolución de las que se elijan en marzo». Y, a la vez, Cambó aconsejaba al rey la anulación de la convocatoria electoral y la formación de un Gobierno de concentración monárquica presidido por Alba. Era la puntilla al proyecto berengueriano, y el jefe del Gobierno presentó su dimisión el 14 de febrero. Poco después, se dejaba sin efecto la convocatoria de Cortes.

			 

			 

			
ÉXITO DE LA VÍA POLÍTICA. LA PROCLAMACIÓN DE LA REPÚBLICA


			 

			El fracaso de la «apertura» conservadora dejaba a la Corona otra vez ante el vacío institucional y en peor situación que un año antes. Ahora, el monarca se decidió por buscar una solución en la izquierda dinástica, pero Alba, que mantenía su exilio testimonial en París, rechazó formar Gobierno y Melquíades Álvarez no logró que el rey aceptara el criterio revisionista del Bloque Constitucional. Alfonso XIII recurrió incluso a Sánchez Guerra, el autoproclamado «monárquico sin Rey» al que la derecha tildaba de traidor, y que no encontró mejor solución que acudir a la cárcel para ofrecer carteras ministeriales a los líderes republicanos que, lógicamente, las rechazaron.

			Clausurada la vía conservadora y fallida la apertura hacia la izquierda liberal, al rey no le quedaban prácticamente opciones de gobierno que apoyar. Bajo su presión, los dirigentes de los fragmentados partidos dinásticos aceptaron finalmente integrar un Gobierno de concentración monárquica que juró el día 18 y del que solo fueron excluidos los primorriveristas y los pequeños grupos radicales. Lo presidía el almirante Juan Bautista Aznar, figura anodina de quien dijo Gabriel Maura que llegaba al Consejo procedente «geográficamente de Cartagena y políticamente de la Luna», pero el auténtico inspirador del Gabinete era el conde de Romanones. El Gobierno tenía la siguiente composición: Presidencia, almirante Aznar; Estado, conde de Romanones; Gobernación, marqués de Hoyos; Justicia y Culto, marqués de Alhucemas; Ejército, general D. Berenguer; Marina, almirante José Rivera; Hacienda, Joan Ventosa; Economía, conde de Bugallal; Fomento, Juan de la Cierva; Trabajo, duque de Maura; Instrucción Pública: José Gascón y Marín. 

			Concentraba en sus miembros todos los males de la vieja política y su formación no contribuyó precisamente a acrecentar la popularidad de la Monarquía. Comprometía, además, en su gestión a todas las reservas políticas de que disponía la Corona. Su fracaso iría inevitablemente seguido por la caída del régimen. El programa gubernamental se limitaba prácticamente a ralentizar el proyecto de vuelta a la normalidad constitucional mediante una serie de consultas electorales que renovasen los diversos cargos de representación popular: elecciones municipales el 12 de abril, provinciales el 3 de mayo y de diputados y senadores, el 7 y el 14 de mayo, respectivamente.

			Durante sus dos meses de vida, el Gobierno Aznar tuvo que enfrentarse a un considerable aumento de la actividad de la oposición que las erráticas medidas policiales encomendadas al marqués de Hoyos no lograron evitar. Buena parte de la presión opositora recaía ahora en los estudiantes, que bajo la dirección de Antonio María Sbert, un líder universitario perseguido por la Dictadura, habían integrado a las organizaciones regionales autónomas de la FUE en la Unión Federal de Estudiantes Hispanos (UFEH), y que estaban muy sensibilizados por la liquidación de las secuelas del movimiento insurreccional de diciembre. Así, la condena a muerte el 18 de marzo de uno de los sublevados de Jaca, el capitán Sediles —luego indultado—, desató manifestaciones estudiantiles en las principales ciudades, que adquirieron carácter de desafío triunfal al conocerse la liberación de los miembros del Comité Revolucionario el día 23, tras una parodia de consejo de guerra en el que los acusados actuaron como acusadores políticos. En los días siguientes, la UFEH adoptó una actitud abiertamente insurreccional, concitando el apoyo de muchos trabajadores. Cuando, en el curso de un enfrentamiento, la policía mató a un estudiante en la Facultad de Medicina de Madrid, la protesta alcanzó grandes dimensiones. Desbordado, el Gobierno se vio envuelto en una grave crisis, ya que ningún sistema parecía bueno para apaciguar a una oposición que se adueñaba de la calle.

			El inicio de la campaña electoral abrió un relativo paréntesis en esta conflictividad. Las elecciones municipales debían resolver la interinidad establecida desde hacía un año en los ayuntamientos y otorgar así mayor credibilidad democrática al resto del proceso electoral. Sin embargo, dar prioridad a los comicios locales era, en aquellas circunstancias, una estrategia perjudicial para el régimen. El que la oposición antimonárquica se mostrase ahora dispuesta a concurrir a las urnas era de por sí muy significativo. Socialistas y republicanos eran especialmente fuertes en las grandes ciudades, cuyo voto se suponía menos mediatizado que el del medio rural, donde la extensión del caciquismo monárquico hacía que se considerase a muchos pueblos como auténticos «burgos podridos», sin ninguna relación con el país real. Por otra parte, en los ocho años transcurridos desde la última consulta, la composición y el nivel cultural del electorado habían variado y en muchos sitios los caciques monárquicos no tuvieron tiempo de ajustar su desentrenada maquinaria electoral tras el largo paréntesis dictatorial.

			Los gubernamentales, divididos y debilitados por la precampaña para las frustradas elecciones a Cortes, por las deserciones hacia el bando republicano y por las reticencias de la extrema derecha a integrarse en candidaturas unitarias, confiaban en el mayoritario voto rural y en el efecto de algunas manifestaciones de adhesión popular al monarca. Por lo tanto, apenas salieron de su apatía para estimular una propaganda animada por entidades de nombres tan poco adecuados como Acción Nobiliaria o Reacción Ciudadana, que apelaban al voto del miedo de la burguesía y de la clase media. En el País Vasco, una fuerza católica y conservadora como el PNV concurrió en solitario y abiertamente enfrentada a las candidaturas gubernamentales. Por el contrario, los partidos de la Conjunción Republicano-Socialista actuaban muy coordinados y extendían en el electorado la convicción de que un triunfo propio en las municipales constituiría un plebiscito popular a favor de la República, que acarrearía a medio plazo el cambio de régimen.

			El resultado de las elecciones del 12 de abril, cuyos datos definitivos no se hicieron públicos sino de forma parcial, ha sido tema de una larga y apasionada polémica, y la concentración de las investigaciones en los estudios locales dificulta todavía una definición exacta de los resultados globales. Un cálculo que parece bastante ajustado es el de Shlomo Ben-Ami (véase cuadro adjunto).

			 

			
				[image: ]

			Fuente: Sh. Ben-Ami, Los orígenes de la Segunda República española. Anatomía de una transición, Madrid, Alianza, 1990, pp. 435-455.

		

		 

			Con solo una parte de los resultados en su poder, el Gobierno se creyó derrotado. Muchos candidatos monárquicos se habían convertido en concejales antes de que se iniciara la jornada electoral, en función del artículo 29 de la por entonces vigente Ley Electoral de 1907, que eliminaba la votación donde solo se presentara una candidatura, hecho que solía atribuirse a prácticas caciquiles.[20] Además, los antimonárquicos triunfaron en 41 de las 50 capitales de provincia y en otras grandes poblaciones, en las que se hicieron con 1.037 concejales, frente a los 552 monárquicos. El voto urbano, el más difícil de manipular, era republicano, como lo era en proporción hasta entonces desconocida el voto rural, que la Conjunción apenas había trabajado durante la campaña. El sistema caciquil había fallado estrepitosamente por primera vez y los notables alfonsinos, sorprendidos por la magnitud del fracaso, se mostraban dispuestos a reconocer en aquel comportamiento del electorado el plebiscito en favor del cambio de régimen que reclamaba la oposición.

			Los últimos días de vida de la Monarquía española constituyen un abigarrado cuadro de acontecimientos que han sido relatados por numerosos protagonistas. Así, el desconcierto de los ministros, entre quienes tomaba cuerpo la idea de la abdicación del rey como única salida; el pánico de las clases privilegiadas ante un posible desbordamiento de las pasiones populares; las inútiles llamadas a la dictadura militar de quienes, como Juan de la Cierva o el general José Cavalcanti, pretendían una resistencia numantina, o las dudas de los propios líderes republicanos, en cuyas expectativas no entraba un desplome tan rápido del régimen. 

			Cuando las primeras informaciones de la prensa confirmaron el «triunfo moral» de los republicanos, estos se echaron a la calle en muchas ciudades, abriendo paso a una auténtica revolución popular de carácter pacífico. Con las primeras luces del 14 de abril, se proclamó la República en la localidad vizcaína de Éibar. En las horas siguientes, los comités de la Conjunción en Barcelona, Valencia, San Sebastián y otras capitales tomaron igual medida, sin que las autoridades monárquicas opusieran resistencia abierta al cambio de régimen. Mientras los manifestantes ondeaban en todo el país banderas tricolores republicanas —rojo, amarillo y violeta— los ministros deliberaban sobre el camino que debían seguir. A primera hora de la tarde, el conde de Romanones, por encargo del monarca, intentó una negociación con los dirigentes de la oposición, a los que ofreció la salida del rey al extranjero y la formación de un Gobierno neutral, presidido por un dirigente del Bloque Constitucional, que convocase elecciones parlamentarias. Se encontró con una negativa de Alcalá-Zamora, que exigía la inmediata y total entrega del poder a la Conjunción. Finalmente, el conde aceptó la solución que parecía más sensata: la marcha de Alfonso XIII y un traspaso ordenado de poderes al Gobierno provisional de la República, a fin de evitar males mayores. Poco después, se izaba la bandera tricolor en el palacio de Comunicaciones de Madrid, dando la señal para el inicio de la entusiástica celebración republicana en la capital, que concentró a una enorme multitud en la Puerta del Sol y sus aledaños. 

			Romanones apremiaba al monarca para que abandonase el país. Cuando se supo que el director de la Guardia Civil, el general José Sanjurjo, se había puesto a las órdenes del Gobierno republicano y se negaba a reprimir las manifestaciones populares, todo pareció perdido. Alfonso XIII abandonó su palacio y embarcó en Cartagena en un crucero de la Armada rumbo al exilio. Horas después le seguía a Francia, por ferrocarril, el resto de la familia real. 

			Exiliado el monarca, el traspaso de poderes podía hacerse ahora sin problemas, en medio de las manifestaciones pacíficas de júbilo de la población. Los altos cargos monárquicos no opusieron resistencia en casi ningún sitio a ceder sus despachos a los nuevos responsables republicanos, que el flamante Gobierno provisional iba designando a un ritmo febril. «Nos regalaron el poder —escribió Miguel Maura—. Suavemente, alegremente, ciudadanamente, había nacido la Segunda República Española».[21]
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IMPROVISANDO UN RÉGIMEN: LA ETAPA CONSTITUYENTE


			 

			 

			 

			 

			 

			El establecimiento de la Segunda República supuso la eliminación, o la reforma radical, de muchas de las instituciones vigentes con la Monarquía, según la idea expresada por Azaña de «cambiar el sistema político y la política del sistema». Ello implicaba levantar en muy poco tiempo un considerable entramado legislativo, cuya pieza maestra sería la Constitución, y desarrollarlo a través de las instituciones del nuevo Estado republicano. Hasta que se promulgara la carta magna, era al Gobierno provisional y luego a las Cortes Constituyentes a quienes correspondería la tarea de establecer un marco legal provisional que respondiese a las expectativas creadas en la sociedad por el 14 de abril.

			Entre los dirigentes republicanos, juristas en su mayoría, imperó desde el principio un notable afán por legitimar la situación «revolucionaria» y cubrir los vacíos legales provocados por la súbita caída de la Monarquía. Eran conscientes de que el cambio de régimen no anulaba de un plumazo el poder secular de los grupos sociales y económicos que habían permanecido al margen, cuando no claramente hostiles al triunfo de la Conjunción Republicano-Socialista. Esta no había escatimado esfuerzos para calmar a las llamadas «clases conservadoras», haciéndoles ver que la República implicaba un cambio revolucionario de carácter político, pero sin que ello supusiera una modificación radical del sistema social y económico.

			En este sentido, la presidencia del Gobierno provisional y la responsabilidad del mantenimiento del orden público mediante el Ministerio de la Gobernación se encomendaban a dos políticos del antiguo régimen recién conversos al republicanismo, como eran Niceto Alcalá-Zamora y Miguel Maura. Por su parte, los socialistas, representantes del único movimiento de masas organizado que apoyaba el establecimiento de la República, aceptarían mantenerse en un plano discreto, conscientes de la necesidad de no suscitar resistencias numantinas por parte de los sectores de la población que integraban la sociedad conservadora y que se veían como perdedores con el cambio de régimen.

			 

			 

			LOS PRIMEROS PASOS DEL GOBIERNO PROVISIONAL 

			 

			El mismo 14 de abril, el Comité ejecutivo de la Conjunción, actuando como ente depositario del poder revolucionario, promulgó un decreto encomendando a Alcalá-Zamora la Presidencia del Gobierno y, con ella, la Jefatura provisional del Estado en la etapa preconstitucional. Al día siguiente, la Gaceta oficial publicaba sendos decretos con el nombramiento de los miembros del Gabinete, el texto del Estatuto Jurídico por el que se regirían los poderes públicos hasta la entrada en vigor de la Constitución y la concesión de una amnistía para los delitos políticos. El primer Gobierno republicano recogía en su composición las diferentes tendencias políticas y sociales que integraban la Conjunción: Presidencia, Niceto Alcalá-Zamora (DLR); Estado, Alejandro Lerroux García (PRR); Gobernación, Miguel Maura Gamazo (DLR); Justicia, Fernando de los Ríos Urruti (PSOE); Guerra, Manuel Azaña Díaz (AR); Marina, Santiago Casares Quiroga (FRG); Economía Nacional, Lluís Nicolau d'Olwer (PCR); Hacienda, Indalecio Prieto Tuero (PSOE); Fomento, Álvaro de Albornoz y Liminiana (PRRS); Trabajo y Previsión Social, Francisco Largo Caballero (PSOE); Instrucción Pública, Marcelino Domingo Sanjuán (PRRS); Comunicaciones, Diego Martínez Barrio (PRR).
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ELECCIONES MUNICIPALES, 12 DE ABRIL DE 1931

Capitales Provincias Art.29 Total
MONARQUICOS s52 11.000 18.401 29953
Centristas 64 545 1144 2053
Ciervistas 1 172 142 315
Conservadores. 126 2148 3217 5.491
Liberales 14 1255 2750 419
Demécratas 26 550 555 1131
UMN 2 148 - 160
Otros 209 6182 10293 16.684
CONSTITUCIONALES 64 1.489 921 2.474
REPUBLICANOS 1.037 4741 2592 8370
Conjuncién Rep.-Soc. 593 3.046 1896 3.639
Comunistas. 4 109 2 ns
Otros 440 440 694 2720
OTROS 7 860 215 1152

TOTAL 1730 1890 22129 41129
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